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La transición democrática en México ha sido 
un prolongado proceso, de larga data, con 
características singulares y peculiaridades 
notorias, que la distinguen sustancialmente 
de los procesos de “retorno a la democracia” 
que se experimentaron en el resto de América 
Latina, así como sus consecuentes efectos de 
consolidación o  “normalización democrática”. 
Decía Bertolt Brecht, extraordinario literato 
alemán, dedicado a la dramaturgia y la poesía, 
teorizando sobre la crisis, que ésta se produ
ce cuando: “ lo  viejo no term ina de m orir y lo  
nuevo no acaba de nacer”, ta l frase enmarcada 
en el actual contexto de nuestra democracia, 
llamada por algunos “incipiente”, o  bien inma
dura, trae consigo un amplísimo sentido, clave 
para la comprensión de los fenómenos que 
hoy atestiguamos.

México, un país en donde en térm inos his
tóricos, la democracia o  la idea de democracia 
jamás ha desempeñado un papel prepon
derante hasta e l día de hoy, no  ha logrado 
desprenderse o  superar esa persistente tradi
ción antidemocrática, manifiesta desde hace 
un  buen tiem po en el conflicto poselectoral, 
expresado a su vez en las recurrentes crisis 
electorales, en cada proceso de renovación 
de los cargos públicos de elección popular. 
Durante la época de supremacía del partido 
hegemónico, de estado, de democracia fic
ticia y solamente formal, el “ fraude”  electoral 
se encontraba institucionalizado, y por ende, 
plenamente normalizado, no existía objeción 
trascendente alguna sobre los resultados de 
los procesos electorales, dado que no existían 
vías legales, jurisdiccionales o  institucionales 
para la resolución de las controversias susci
tadas en los procesos electorales. Fueron ne
cesarias las denominadas “concertacesiones” 
entre la élite dirigente del régimen y algunos 
sectores de la oposición, para tratar de dar sa
lidas políticas a los conflictos surgidos por las 
controversias electorales.

Con la creación y puesta en práctica de ins
tituciones con autonomía constitucional y la 
aspiración de ser “ciudadanas”, producto de 
importantes reformas de amplio consenso en
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la década de los años 90, de amplia enverga
dura y que contaban con amplios márgenes 
de acción en la materia a nivel nacional y en 
los diversos estados de la República, tenien
do el mandato y encomienda de llevar a cabo 
los procesos electorales, con todo  lo  que ello 
implicaba: el procesamiento y conteo de los 
votos y la emisión de resultados electorales, 
se esperaba, por fin, lograr la consecución de 
procesos electorales confiables, auténticos, le
gítimos y creíbles, cuyos resultados habrían de 
ser universalmente adm itidos y reconocidos.

A la par de este proceso de construcción de 
instituciones “ciudadanas”, autónomas consti
tucionalmente, pretendidamente arrancadas 
de las esferas de acción o  influencia de los 
gobiernos de cualquier nivel, se desarrolló la 
creación de instituciones encuadradas en uno 
de los poderes del estado: el judicial. Estas ins
tituciones habrían de resolver jurisdiccional
mente las controversias originadas con m otivo 
de los procesos electorales, zanjando de este 
modo, definitivamente, de manera imparcial 
y apegada a la ley, los cuestionamientos váli
dos u  objeciones que se emitieran en to rno  a 
estos procesos. Se esperaba con esto, por fin, 
acabar con la indebida e ilegal intervención de 
los gobiernos de los distintos niveles, desde 
el m unicipal hasta el federal en los procesos 
electorales, para evitar que los gobernadores, 
alcaldes, o  el Presidente de la República, “man
gonearan” dichos procesos y, por consiguien
te, sus resultados.

A nivel nacional se instituyó el Tribunal Elec
toral del Poder Judicial de la Federación (TE- 
PJF), y a nivel de los distintos estados se replicó 
el m ismo modelo, con la institución de los Tri
bunales Estatales Electorales. En las elecciones 
estatales de Tabasco en el año 2000 y del es
tado de Colima en el año 2003, sólo por citar 
casos significativos, el TEPJF resolvió anular
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Lo negativo o reprobable es la 
tolerancia y permisividad ante la  

defraudación electoral.

las respectivas elecciones de gobernador, por 
la acreditación del establecimiento de meca
nismos de defraudación electoral: la in trom i
sión de los gobiernos estatales, generando 
condiciones de inequidad en la contienda, la 
coacción del voto, y el uso indebido e ilegal 
de recursos de procedencia ilícita, entre otros. 
Estos acontecimientos sentaron relevantes 
precedentes, que generaron la sensación de 
avance y consolidación de la joven democra
cia mexicana, sin embargo, esto demostraría 
en la posterioridad reciente no estar asegura
do en forma alguna.

Las elecciones presidenciales de 2006, más 
allá de filias o  fobias político-partidistas, de
mostraron las debilidades del relativamente 
reciente sistema electoral construido, por las 
múltiples irregularidades, inconsistencias, e 
impugnaciones, válidas y acreditadas algunas 
de ellas, que se presentaron en aquella oca
sión. Las elecciones presidenciales de 2012 y 
buena cantidad de procesos electorales en los 
estados de la República de entonces a la fecha 
también han sido válidamente cuestionados 
por las más diversas y equidistantes fuerzas 
políticas y candidatos, por presentarse diversos 
mecanismos de defraudación electoral, algu
nos de ellos también acreditados plenamente.

Esto ha conllevado a una paulatina y apa
rentemente progresiva “judicialización”  de la 
joven democracia mexicana, es decir, recurrir 
a los tribunales electorales para d irim ir estas 
cuestiones, esperándose con esto que por la 
vía de la resolución judicial se logren subsanar 
y corregir las deficiencias, ilegalidades y ano
malías que se suscitan en los procesos elec
torales, desafortunadamente en buena parte 
de la opin ión pública ha sido visto como algo 
negativo, reprobable o  indeseable, cuando de 
lo  que se trata es que por la vía de la resolución 
judicial prevalezcan los principios constitucio
nales rectores del proceso: la autenticidad de 
la elección, la libertad del elector, la imparcia
lidad de las autoridades electorales, y la equi
dad garantizada entre los contendientes: par
tidos y candidatos. Lo negativo o  reprobable 
es la tolerancia y permisividad ante la defrau-

dación electoral.

Es por esto que vale la pena hacer un exhor
to  para que la justicia electoral mexicana deje 
de “dorm ir el sueño de los justos” ante un pa
norama en donde imperan gastos excesivos e 
ilegales de partidos y candidatos, una autori
dad electoral ausente e irresponsable, “elec
ciones de estado”; coerción y coacción hacia 
el sufragio omnipresentes. Todo esto en per
juicio y dem érito de la democracia mexicana.

Si a estas circunstancias sumamos la exis
tencia de una democracia sin mayorías, repre- 
sentatividad política quebrantada, y compor
tamientos antidemocráticos normalizados, se 
hace patente la extraordinaria fractura que 
existe en el propio sistema.

Ante esta situación, habría de resultar con
veniente vislumbrar algunas posibles pro
puestas de solución a esta persistente vieja an
tidemocracia, “vieja”  por ser residuos, atisbos 
del antiguo orden antidemocrático y coheren
te con la histórica tradición no democrática de 
nuestro país. Entre ellas podríamos mencionar 
la posibilidad de incorporar a nuestro sistema 
electoral la figura de la segunda vuelta electo
ral, fundamentalmente en nuestra elección de 
Presidente de la República, aunque valdría la 
pena considerarla para todos los cargos púb li
cos de elección popular. Básicamente consiste 
en que si n ingún candidato contendiente con
sigue obtener el 50% de los votos en la elec
ción, habrá una segunda ronda de votación 
sólo entre los dos candidatos con más votos, 
esto en consideración del escenario en nues
tro  país: el m ultipartid ism o poco representati
vo, la competencia electoral disfuncional y los 
gobiernos de minoría, que por esa condición 
parecen, de inicio, gobernar ilegítimamente.

Si el jefe de estado y de gobierno del país, es 
electo con el 38% de los votos ciudadanos, sig
nifica que el ¡62%! de los electores NO votaron 
por él. ¿Cómo no esperarse sensación de auto
ritarismo ab in icio?, considerando un  mengua
do consenso político social, y probablemente 
un poder legislativo adverso.

No olvidemos que la democracia es vital 
para la sociedad, y la participación de la socie
dad es vital para la democracia.

*Estud iante  d e  la L icencia tura en  D erecho de  la  UACJ.
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